Sandra Milena Toro García vs Colpensiones. Rad. 66170310500120240038401

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

AACCIÓN DE TUTELA / DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICIÓN / CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO 

DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICIÓN – Regulación en la Ley 1755 de 2015.
…la ley estatutaria 1755 de 2015, por medio de la cual fue regulado el Derecho Fundamental de Petición, en su artículo 1º sustituyó el artículo 13 de la Ley 1437 de 2011, en los siguientes términos: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma. Toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades implica el ejercicio del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, sin que sea necesario invocarlo. Mediante él, entre otras actuaciones, se podrá solicitar: el reconocimiento de un derecho, la intervención de una entidad o funcionario, la resolución de una situación jurídica, la prestación de un servicio, requerir información, consultar, examinar y requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer recursos. El ejercicio del derecho de petición es gratuito y puede realizarse sin necesidad de representación a través de abogado, o de persona mayor cuando se trate de menores en relación a las entidades dedicadas a su protección o formación”
DERECHO DE PETICIÓN – Término para absolver solicitudes de reconocimiento de auxilio funerario (4 meses).
… El artículo 51 de la ley 100 de 1993 estableció el auxilio funerario como un beneficio a favor de quién sufrague los gastos de entierro de un afiliado o pensionado, representado en el valor del último salario base de cotización o el valor que corresponda a la última mesada pensional recibida. Ahora bien, el artículo 2.2.8.4.2 del Decreto 1833 de 2016 señala que dicho auxilio deberá ser cancelado por las sociedades administradoras o entidades aseguradoras dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la fecha en la cual se radiquen los documentos que acrediten el pago de los gastos de entierro del afiliado o pensionado. … La sentencia SU-975 de 2003 mediante una aplicación analógica del artículo 19 del Decreto 656 de 1994 estableció un término general de 4 meses para responder las solicitudes de prestaciones económicas en las hipótesis no reguladas expresamente por el legislador…
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Acta de Sala de Discusión No 142 de 4 de diciembre de 2024
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver la impugnación presentada por COLPENSIONES contra la sentencia proferida por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas el día 24 de octubre de 2024, dentro de la acción de tutela que le promueve la señora SANDRA MILENA TORO GARCÍA.
ANTECEDENTES
Informa la señora Sandra Milena Toro que el día 23 de mayo de 2024 solicitó a Colpensiones el reconocimiento y pago del auxilio funerario generado por la muerte del señor José Moisés Castillo Gallego, quien fue su compañero permanente por más de 20 años y padre de sus dos hijos.
Refiere que el causante era afiliado y cotizante activo de la entidad accionada, motivo por el cual, trás su deceso, ella, a través de la plataforma transaccional dispuesta para reclamaciones presentó a) el formato de solicitud de prestación económica, b) reclamación administrativa escrita, c) poder especial autenticado, d) sustitución del poder especial conferido, e) copia de documentos de identificación del apoderado sustituto, f) copia de la cédula y el registro civil de defunción del afiliado, g) factura electrónica del servicio funerario reclamado, h) copia del contrato de previsión exequial que suscribió con Exequiales Jardines Sacro Santo S.A.S. y j) Copia de su  registro civil y de la cédula de ciudadanía, recibiendo como constancia de radicación la comunicación No 2024_10384323_2024_5_23_11_52_13.
Cuenta que mediante comunicación de fecha 16 de julio de 2024 Colpensiones la requirió para que aportara la factura original discriminada, a nombre de la persona natural o jurídica que haya sufragado los gastos funerarios, debidamente cancelada, requerimiento que atendió mediante escrito de fecha 23 de julio de 2024, sin que la entidad se haya pronunciado a la fecha.
Considera que la omisión de la accionada en torno a la citada solicitud afecta los derechos fundamentales de petición y al debido proceso administrativo de los cuales es titular, motivo por el cual solicita su protección y como consecuencia, pide que se ordene a Colpensiones que resuelva la petición elevada el 23 de mayo de 2024.
TRÁMITE IMPARTIDO
La tutela correspondió al Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas, despacho que, por auto de fecha de 11 de noviembre de 2024 la admitió y concedió a la entidad accionada el término de dos (2) días para que ejerciera su legítimo derecho de defensa.  
Colpensiones al integrar la litis indicó que dio repuesta a la petición elevada por la señora Toro García el día 16 de julio de 2024, por lo que considera que se presenta carencia actual de objeto por hecho superado.
Como argumento adicional señaló que existe una clara diferencia entre la protección al derecho de petición frente al derecho a lo pedido, insistiendo que, en este caso, atendió el requerimiento de la actora, con lo cual se debe entender satisfecha la garantía constitucional de petición, toda vez que su restablecimiento no implica que se debe acceder a lo pedido por el usuario.
Llegado el día del fallo, el juez de la causa amparó el derecho fundamental de petición de titularidad de la señora Toro García, al advertir que Colpensiones no ha atendido de fondo la petición elevada el 23 de mayo de 2023, pese a que la accionante cumplió con la carga que legalmente le correspondía, esto es, radicar la documentación que le fue requerida por la entidad para completar la solicitud.
Consecuente con esa determinación, ordenó a Colpensiones decidir de fondo la referida petición.
Inconforme con esa decisión, Colpensiones la impugnó trayendo a colación iguales argumentos a los expuestos al momento de dar respuesta a la solicitud de amparo. Posteriormente presentó el cumplimiento de la orden constitucional, sin perjuicio de la impugnación, aportando para el efecto la Resolución SUB 374306 de 29 de octubre de 2024 por medio del cual se decidió la solicitud de reconocimiento y pago del auxilio funerario solicitado.
CONSIDERACIONES
PROBLEMA JURÍDICO
¿Vulneró Colpensiones el derecho de petición de la accionante al no atender de fondo la solicitud presentada por esta tendiente a que le fuera reconocido y pagado un auxilio funerario?
Antes de entrar a resolver el interrogante formulado, es preciso anotar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier o de los particulares en ciertos casos.
1. DERECHO DE PETICIÓN
El derecho de petición está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional, el cual señala: 
“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivo de interés general o particular y a obtener pronta resolución.
El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales”.
A su vez, la ley estatutaria 1755 de 2015, por medio de la cual fue regulado el Derecho Fundamental de Petición, en su artículo 1º sustituyó el artículo 13 de la Ley 1437 de 2011, en los siguientes términos:
“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma.
Toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades implica el ejercicio del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, sin que sea necesario invocarlo. Mediante él, entre otras actuaciones, se podrá solicitar: el reconocimiento de un derecho, la intervención de una entidad o funcionario, la resolución de una situación jurídica, la prestación de un servicio, requerir información, consultar, examinar y requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer recursos.
El ejercicio del derecho de petición es gratuito y puede realizarse sin necesidad de representación a través de abogado, o de persona mayor cuando se trate de menores en relación a las entidades dedicadas a su protección o formación”.
(…)
A su vez, el artículo 17 de la misma normatividad establece, frente a las peticiones incompletas que: 
“ cuando la autoridad constate que una petición ya radicada está incompleta o que el peticionario deba realizar una gestión de trámite a su cargo, necesaria para adoptar una decisión de fondo, y que la actuación pueda continuar sin oponerse a la ley, requerirá al peticionario dentro de los diez (10) días siguientes a la fecha de radicación para que la complete en el término máximo de un (1).
A partir del día siguiente en que el interesado aporte los documentos o informes requeridos, se reactivará el término para resolver la petición”. -negrilla fuera de texto-
Ahora, en el artículo 22 de la misma disposición se establece la organización para el trámite interno y decisión de las peticiones, precisando que “las autoridades reglamentarán la tramitación interna de las peticiones que les corresponda resolver, y la manera de atender las quejas para garantizar el buen funcionamiento de los servicios a su cargo”.
2. DEL TÉRMINO PARA RESOLVER SOLICITUDES DE PAGO DE AUXILIO FUNERARIO.
El artículo 51 de la ley 100 de 1993 estableció el auxilio funerario como un beneficio a favor de quién sufrague los gastos de entierro de un afiliado o pensionado, representado en el valor del último salario base de cotización o el valor que corresponda a la última mesada pensional recibida.

Ahora bien, el artículo 2.2.8.4.2 del Decreto 1833 de 2016 señala que dicho auxilio deberá ser cancelado por las sociedades administradoras o entidades aseguradoras dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la fecha en la cual se radiquen los documentos que acrediten el pago de los gastos de entierro del afiliado o pensionado.
Como puede observarse, la norma habla del término de pago más nada indica en torno al término con el que cuenta la entidad para resolver lo pertinente.
Para cubrir el vacío normativo es necesario traer a colación lo dispuesto por la Corte Constitucional, incluso antes de la expedición de la norma citada, en lo que respecta al lapso que debe ser observado para definir peticiones como esta.  Es así como en la sentencia T-774-2015 esa Corporación precisó:
“La sentencia SU-975 de 2003[68] mediante una aplicación analógica del artículo 19 del Decreto 656 de 1994 estableció un término general de 4 meses para responder las solicitudes de prestaciones económicas en las hipótesis no reguladas expresamente por el legislador. Las leyes 100 de 1993, 171 de 2001 y 700 de 2001 regularon los términos para responder las solicitudes de pensión de vejez y sobrevivientes. Los plazos de contestación de las prestaciones económicas pensionales son los siguientes:
 
	Trámite o solicitud
	Tiempo de respuesta a partir de la radicación de la petición
	Normatividad que sustenta el tiempo de respuesta

	Pensión de vejez
	 
4 meses
	Artículo 9 de la Ley 797 de 2003, parágrafo 1

	Pensión de invalidez
	
	SU-975 de 2003

	Pensión de sobrevivientes
	2 meses
	Artículo 1 de la Ley 717 de 2001

	Indemnización sustitutiva de la pensión de sobrevivientes
	2 meses
	Artículo 1 de la Ley 797 de 2003

	Indemnización sustitutiva de las pensiones de vejez e invalidez
	4 meses
	SU-975 de 2003

	Reliquidación, incremento o reajuste de la pensión
	4 meses
	SU-975 de 2003

	Auxilio funerario
	4 meses
	SU-975 de 2003

	Recursos de reposición y apelación
	2 meses
	Artículo 86 de la Ley 1437 de 2011


 
(…)”
3. CASO CONCRETO
De acuerdo con los hechos de la acción, la demandante se duele que Colpensiones, pese a haber recibido la solicitud de reconocimiento y pago de un auxilio funerario el día 23 de mayo de 2024 y dos meses después -23 de julio de 2024- el escrito mediante el cual corrigió la documentación aportada, a la fecha no ha atendido de fondo su requerimiento.
Al respecto, Colpensiones adujo, al momento de dar respuesta a la demanda y al recurrir la decisión, que mediante comunicación de fecha 16 de julio de 2024 había pedido a la accionante aportar la “factura original discriminada a nombre de la persona natural o jurídica que haya sufragado los gastos funerarios, debidamente cancelada”, situación que considera por sí sola pone de manifiesto que no se presenta la vulneración alegada por la accionante.
De acuerdo con las consideraciones antes vertidas, es evidente que Colpensiones tenía hasta el 23 de septiembre del presente año para decidir de fondo la petición de la accionante; no obstante, en virtud al requerimiento realizado por esa entidad a la demandante se modificó dicho plazo, reactivándose su conteo el 23 de julio de 2024 cuando radicó el escrito por medio del cual dijo aportar el documento que se echaba de menos, lo que indica que el término de 4 meses con el que contaba la entidad para resolver la petición feneció el 2º de octubre de 2024, data para la cual no había un pronunciamiento de fondo de su parte.

Lo anterior pone en evidencia la afectación del derecho de petición del cual es titular la señora Toro García, tal como también lo apreció el juez de la instancia, razón suficiente para confirmar la protección prohijada por dicho funcionario, más no así la orden impartida, toda vez que Colpensiones, luego del fallo, dio cabal cumplimiento, con la expedición de la Resolución SUB 3744306 de 29 de octubre, -hoja 11 y siguientes del numeral 13 del cuaderno digital de primera instancia-, la cual fue notificada a la interesada el día 30 de octubre de 2024  al correo electrónico eduardomezam@hotmail.com, -hoja 21 ibidem- correo que coincide con el reportado para notificar a la parte actora en este proceso.  

Consecuente con lo expuesto, el ordinal segundo la sentencia impugnada será revocado para en su lugar declarar la carencia actual de objeto por hecho superado.
Así las cosas, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 
RESUELVE: 
 
PRIMERO: REVOCAR el ordinal SEGUNDO de la sentencia proferida por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas el 24 de octubre de 2024 para en su lugar DECLARAR la carencia actual de objeto por hecho superado.
SEGUNDO: CONFIRMAR en todo lo demás la providencia revisada.
TERCERO: ENVIAR a la Corte Constitucional para su eventual revisión.  
Notifíquese y Cúmplase.
Quienes integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Magistrado
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON
Magistrada

GERMÁN DARÍO GÓEZ VINASCO

Magistrado
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